
Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y a los 
efectos de lo dispuesto en los artículos 103 y siguientes de la 
Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
de 27 de diciembre de 1956.

Dios guarde a V. I.
Madrid, 5 de febrero de 1979.—P D., el Subsecretario, José 

Javier Viñes Rueda.

Ilmo. Sr. Director general de Asistencia Sanitaria.

6287 ORDEN de 5 de febrero de 1979 por la que se 
dispone se dé cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala Cuarta del Tribunal Supremo en el 
recurso contencioso-administrativo interpuesto con­
tra este Departamento por doña Asunción Montes 
Campos.

Ilmo. Sr.: Habiendo recaído resolución firme de la Sala 
Cuarta del Tribunal Supremo con fecha 7 de julio de 1978 
 en el recurso contencioso-administrativo número 401.915, inter­
puesto por doña Asunción Montes Campos contra este Departa­
mento, sobre pensión de viudedad,

Este Ministerio, en virtud de las facultades concedidas a 
esta Subsecretaría por Orden de 25 de agosto de 1977, ha tenido 
a bien disponer se cumpla la citada sentencia en sus propios 
términos, cuya parte dispositiva, literalmente, dice:

«Fallamos: Que estimando en parte el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por doña Asunción Montes Campos 
contra la resolución del Ministerio de la Gobernación de veinte 
de octubre de mil novecientos setenta y uno, desestimatoria del 
recurso de alzada promovido contra el acuerdo del Patronato 
Farmacéutico Nacional de veintiséis de enero de mil novecien­
tos setenta y uno, que decidió suspender desde el segundo tri­
mestre del expresado año las pensiones de viudedad que venían 
percibiendo las viudas de farmacéuticos que continúan con la 
Oficina de Farmacia abierta, y sin pronunciarnos en cuanto 
al fondo del asunto, debemos declarar y declaramos que la 
citada resolución ministerial recurrida es nula de pleno derecho 
y no tiene ningún valor ni efecto, al decidir dicho Departamento 
sobre cuestiones cuyo conocimiento corresponde a los Tribuna­
les del orden civil; no hacemos imposición de las costas cau­
sadas.

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado'’ e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos: Enrique Medina, 
José Luis Ponce de León, el Magistrado don Fernando Vidal 
votó en Sala y no pudo firmar, Manuel Gordillo y José Gabal­
dón (rubricados).»

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y a los 
efectos de lo dispuesto en los artículos 103 y siguientes de la 
Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
de 27 de diciembre de 1956.

Dios guarde a V. I.
Madrid, 5 de febrero de 1979.—P. D., el Subsecretario, José 

Javier Viñes Rueda.

Ilmo. Sr. Director general de Farmacia y Medicamentos.

6288 ORDEN de 5 de febrero de 1979 por la que se 
dispone se dé cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala Cuarta del Tribunal Supremo en el 
recurso contencioso-administrativo interpuesto con­
tra este Departamento por doña Adela Rivas Mar­
tínez.

Ilmo. Sr.: Habiendo recaído resolución firme de la Sala 
Cuarta del Tribunal Supremo con fecha 20 de mayo de 1978 
en el recurso contencioso-administrativo número 404.343, inter­
puesto por doña Adela Rivas Martínez, contra este Departa­
mento, sobre traslado de Oficina de Farmacia,

Este Ministerio, en virtud de las facultades concedidas a 
esta Subsecretaría por Orden de 25 de agosto de 1977, ha tenido 
a bien disponer se cumpla la citada sentencia en sus propios 
términos, cuya parte dispositiva, literalmente, dice:

«Fallamos: Que desestimando como desestimamos el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por doña Adela Rivas 
Martínez contra la Resolución de la Dirección General de Sani­
dad de diecinueve de enero de mil novecientos setenta y tres, 
confirmatoria de la de veinticuatro de julio de mil novecientos 
setenta y dos, que autorizó el traslado forzoso de la Farmacia 
de don Gregorio Varela Calvete, debemos declarar y declaramos 
estos actos ajustados a derecho, en cuanto a los motivos de 
■impugnación, y absolvemos a la Administración demanda; sin 
expresa mención de las costas del proceso.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva", lo pronunciamos, mandamos y firmamos: Pedro Martín

de Hijas, Manuel Gordillo, Angel Martín del Burgo y Pablo 
García Manzano (rubricados).»

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y a los 
efectos de lo dispuesto en los artículos 103 y siguientes de la 
Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
de 27 de diciembre de 1956.

Dios guarde a V. I.
Madrid, 5 de febrero de 1979.—P. D., el Subsecretario, José 

Javier Viñes Rueda.
Ilmo. Sr. Director general de Farmacia y Medicamentos.

6289 ORDEN de 5 de febrero de 1979 por la que se 
dispone se dé cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tene­
rife en el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto contra este Departamento por «Mutua Pa­
tronal de Accidentes de Trabajo» número 10.

Ilmo. Sr.: Habiendo recaído resolución firme de la Audiencia 
Provincial de Santa Cruz de Tenerife con fecha 14 de diciembre 
de 1978 en el recurso contencioso-administrativo número 138/ 
1977, interpuesto por «Mutua Patronal de Accidentes de Tra­
bajo» número 10 contra este Departamento, sobre resolución 
de 26 de abril de 1977,

Este Ministerio, en virtud de las facultades concedidas a 
esta Subsecretaría por Orden de 25 de agosto de 1977, ha 
tenido a bien disponer se cumpla la citada sentencia en sus 
propios términos, cuya parte dispositiva, literalmente, dice:

«Fallamos: Que rechazando la causa de inadmisibilidad ale­
gada y estimando el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por el Procurador don Miguel Rodríguez Berriel, en 
representación de la Entidad «Mutua General, Mutua Patronal 
de Accidentes de Trabajo», contra la Resolución dictada por la 
Subsecretaría de la Seguridad Social de veintiséis de abril 
de mil novecientos setenta y siete, confirmando otra de la Dele­
gación Provincial de Trabajo de veinticuatro de mayo de mil 
novecientos setenta y seis, sobre el aseguramiento de los ries­
gos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales por 
las Empresas dedicadas a estaciones públicas de servicio (gaso­
lineras) y venta de distribución de gas butano, debemos decla­
rar y declaramos su nulidad, por no haberse dictado conforme 
a derecho, y el que asiste a la actora para poder formalizar 
la protección de los riesgos expresados, correspondientes a las 
indicadas Empresas de Santa Cruz de Tenerife; sin hacer 
especial imposición de las costas procesales.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá testimo­
nio al recurso de su razón y otro se remitirá a la oficina de 
origen con el expediente administrativo, una vez firme, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos: Francisco Soler Váz­
quez, José Ramón Alonso Mateos y Antonio Martí García (ru­
bricados).»

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y a los 
efectos de los dispuesto en los artículos 103 y siguientes de la 
Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
de 27 de diciembre de 1956.

Dios guarde a V. I.  
Madrid, 5 de febrero de 1979.—P. D., el Subsecretario, José 

Javier Viñes Rueda.
Ilmo. Sr. Director general de Régimen Económico de la Segu­

ridad Social.

6290 ORDEN de 5 de febrero de 1979 por la que se 
dispone se dé cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala Cuarta del Tribunal Supremo en el 
recurso contencioso-administrativo interpuesto con­
tra este Departamento por don Julio de la Cruz 
Kuhn y otros.

Ilmo. Sr.: Habiendo recaído resolución firme en la Sala 
Cuarta del Tribunal Supremo, con fecha de 28 de junio de 1978, 
en el recurso contencioso-administrativo número 401.393, inter­
puesto por don Julio de la Cruz Kuhn y otros, contra este 
Departamento sobre traslado de oficina de Farmacia,

Este Ministerio, en virtud de las facultades concedidas a esta 
Subsecretaría por Orden de 25 de agosto de 1977, ha tenido 
a bien disponer se cumpla la citada sentencia en sus propios 
términos, cuya parte dispositiva, literalmente, dice:

«Fallamos: Que desestimando el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Julio de la Cruz Kuhn, don 
Cándido García Marcos, doña Virtudes López Sanchís, doña 
María Luisa Carlavilla Delgado y doña Pilar García Diez, con­
tra la Resolución de la Dirección General de Sanidad, de diez de 
julio de mil novecientos setenta y uno, que estimó el recurso 
de reposición promovido por doña Evangeliza Medina Martínez 
y autorizó a la misma el traslado de su oficina de Farmacia en


